[image: image1.png]



                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 10 de marzo de 2015

                                                                            DJ-AJ-94-2015

Señora

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte
S. D

Estimada Señora: 




En atención al oficio  Nº 150-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 6 de enero de 2015, se puso en conocimiento del MBA. Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión Nº 109-14 celebrada el 18 de diciembre del año anterior (artículo XV), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: “Solicitar criterio legal a la Dirección de Gestión Humana, sobre la gestión de la licenciada Ana Shirley Naranjo Solano, Jueza Supernumeraria del Despacho de la Presidencia, a la luz de la normativa vigente, las directrices actuales y el principio pro Fondo, en cuanto a si es procedente reconocer tiempo servido para efectos de jubilación a una persona interina la cual no tiene una permanencia en la Institución.

De conformidad con lo anterior, le remito el informe,  suscrito por el Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis Jurídico, de esta Dirección.
   De usted atentamente, 
Karol Monge Molina 

       Sub Directora Jurídica interina.  

cc:
Ref: 101-2015 

JEKECH  

10 de marzo de 2015                                             AJ-C-9-2015



                                    


Señora

Licda. Karol Monge Molina, 

Sub Directora Jurídica a.i.

Dirección Jurídica 

S.D. 

Estimada señora:

En el oficio n.° 150-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 6 de enero de 2015, se puso en conocimiento del MBA. Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 109-14 celebrada el 18 de diciembre del año anterior (artículo XV), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: “Solicitar criterio legal a la Dirección de Gestión Humana, sobre la gestión de la licenciada Ana Shirley Naranjo Solano, Jueza Supernumeraria del Despacho de la Presidencia, a la luz de la normativa vigente, las directrices actuales y el principio pro Fondo, en cuanto a si es procedente reconocer tiempo servido para efectos de jubilación a una persona interina la cual no tiene una permanencia en la Institución.” Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
De la gestión: 

La Dirección de Gestión Humana mediante oficio n.° 4496-UCS-AS-2014, suscrito por los máster Francisco Arroyo Meléndez, José Luis Bermúdez Obando y Ronald Calvo Coto, Director, Subdirector y Jefe de la Sección de Administración Salarial, respectivamente, comunicaron al Consejo Superior el estudio de “Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para efectos de: ANUALES Y JUBILACIÓN” de la Licda. Naranjo Solano. La servidora judicial,  quien pretende le sean reconocidos los 24 años, 4 meses y 13 días laborados en la Caja Costarricense de Seguro Social, presentó su gestión el día 10 de febrero de 2014, antes de la entrada en vigencia del nuevo “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación del Poder Judicial”
 aprobado por Corte Plena.

Presupuestos normativos:

El Poder Judicial, como parte de la Administración Pública, está sujeto al principio de legalidad que rige el ejercicio y la totalidad de sus actuaciones. Éste encuentra fundamento en: 

· Artículo 11 de la Constitución Política: “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.
· Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: “1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”. 

· Artículo 13 ídem: “1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos. 
2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente”.

Teniendo como basamento general la anterior normativa, debe atenderse la de aplicación en el caso concreto:  

· Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias e instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…” (Énfasis agregado)
· Artículo 1 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial (Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 36-06 celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI)
: “Ámbito de aplicación.- De conformidad con el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido en el Poder Judicial, así como en el resto del Estado y demás entes públicos, para los efectos de las anualidades y la jubilación, que se concedan a todos los servidores judiciales tanto propietarios como interinos.” (Énfasis agregado)
· Artículo 6 ídem: “Solicitud del reconocimiento de tiempo servido para efectos de las anualidades y la jubilación.- La solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos de las anualidades y la jubilación, podrá realizarla el servidor activo en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.
En el caso de los jubilados del Poder Judicial, que no hayan solicitado el reconocimiento del tiempo servido durante su relación laboral con este Poder de la República, lo podrán hacer en el momento que a bien lo tengan, independientemente del tiempo transcurrido.-

El reconocimiento de tiempo servido en otros órganos del Estado, entes o empresas públicas, se efectuará a petición del funcionario o de la funcionaria interesada, para efectos de anualidades y de jubilación.” (Énfasis agregado)

Presupuestos jurisprudenciales:

Servidores interinos

· Sala Constitucional, sentencia n.° 7581 de las 09:29 horas del 3 de agosto de 2001: “Cabe manifestar que este punto ya fue analizado por esta sala mediante sentencia número 01639-99 de las nueve horas con quince minutos del cinco de marzo de mil novecientos noventa y nueve, mediante la cual se dispuso lo siguiente: “...Entre otras, en la sentencia número 5025-93 de las 11:25 horas del 8 de octubre de 1993, se estipuló que el servidor interino debe ser tratado de la misma manera que un funcionario designado en propiedad, en la medida en que lo permita la distinta naturaleza de su nombramiento. Una de las excepciones que impone esa diversidad de características es la opción de conferir la licencia por enfermedad prevista en el artículo 166 del Estatuto de Servicio Civil, respecto de la cual el numeral 81 del Reglamento de Carrera Docente precisa que los solicitantes deben ser servidores que hayan adquirido la condición de “regulares”. Es decir, que estén designados definitivamente en una plaza en virtud de haber satisfecho los requisitos previstos por el Estatuto de Servicio Civil. No se estima que tal exigencia sea irrazonable, ni, por ende, discriminatoria. Por el contrario, es compatible con la diferencia que implica el haber contratado permanentemente a un servidor, el que solo en este último caso se pueda otorgar permisos temporales por razón de enfermedad. Tómese en cuenta, además, que el restringir en tales términos la licencia no implica una desprotección de la persona designada interinamente, ya que ella continuará cubierta por el seguro de salud universal y, en ese marco, tendrá la posibilidad de recurrir a una incapacidad laboral. El recurso, en consecuencia, debe desestimarse.”” (Énfasis agregado)
· Sala Constitucional, sentencia n.° 5025 de las 11:25 horas del 8 de octubre de 1993: “VII. Cabe añadir, que en todo caso de interinazgo, sea en plaza vacante o no, pasado un año desde el inicio de la relación laboral aún cuando no se adquiere derecho a la plaza deben reconocérsele los mismos derechos de los propietarios, de conformidad con las regulaciones que del contrato a tiempo indefinido hace el Código de Trabajo.” (Énfasis agregado)
· Sala Segunda, sentencia n.° 831 de las 09:30 horas del 27 de agosto de 2014: “IV.- DE LOS SERVIDORES INTERINOS: El interinazgo hace referencia a relaciones de empleo de carácter temporal, por lo que, a priori, quedaría excluido el derecho a la estabilidad, pues la figura del servidor interino ha sido prevista para la sustitución temporal del titular o para ocupar temporalmente alguna plaza vacante, a los efectos de garantizar la continuidad del servicio público, mas no debería ser utilizada para cubrir prácticas viciadas, en perjuicio de los derechos de los servidores. Tanto la jurisprudencia de esta Sala, como la de la Sala Constitucional, ha desarrollado el criterio de que las diferencias en perjuicio del personal interino, basadas únicamente en la condición precaria de su nombramiento, resultan contrarias al principio de igualdad consagrado en el numeral 33 de la Constitución Política. La jurisprudencia de ambas salas ha sido abundante en el sentido de que el interinato no puede servir como medio para lesionar el derecho al trabajo y la garantía de estabilidad prevista para los funcionarios públicos. En ese sentido, ya desde la resolución número 6671, de las 11:21 horas del 11 de noviembre de 1994, la Sala Constitucional dispuso: “… la figura del servidor interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución temporal de los servidores públicos regulares, garantizando de esta forma la continuidad de la labor del Estado, pero no para que mediante el uso de esta figura jurídica, la Administración viole lo dispuesto por el artículo 192 de la Constitución ni se lesione el derecho de los individuos a la estabilidad laboral, el cual deriva de la concepción del trabajo como un derecho fundamental del hombre (Sentencia No. 867-91). De tal forma, aunque el servidor nombrado interinamente no goza del derecho de inamovilidad otorgado a los servidores regulares, tampoco puede la Administración negarle derechos fundamentales sin justificación alguna, pues esto devendría en una actuación arbitraria. En este mismo sentido la jurisprudencia de este órgano constitucional ha puesto de manifiesto que 'la prolongación indefinida de interinatos por parte de la Administración constituye una actuación de mala fe por parte de esta, mediante la cual por omisión de la propia Administración y sin que medie ninguna responsabilidad atribuible al servidor, se le causa a este último en su condición de trabajador del Estado una situación de indefensión y atropello a su derecho fundamental al empleo' (Sentencia N°. 867-91)”. En el mismo sentido, en el voto número 5025, de las 11:25 horas del 8 de octubre de 1993, claramente se señaló: “… el Estado no puede pretender a través de cualquier procedimiento, prolongar los interinazgos más allá de un plazo razonable y prudencial, el cual está debidamente señalado en otros regímenes, debiendo tomar las medidas y prevenciones necesarias para que ello no ocurra, pues ello va en detrimento de la estabilidad laboral, aspecto este último constitucionalmente protegido en el artículo 56… La figura del interino, por sí misma no violenta ninguna disposición constitucional, sin embargo, debe desarrollarse dentro de los límites de la razonabilidad, que exigen una necesaria relación entre el fin o espíritu de una institución y su operatividad en el supuesto concreto. Así, una figura laboral que se creó con fines provisionales no puede pervertirse con una práctica que pretende perpetuar lo temporal con evidente menoscabo de una serie de derechos inherentes tan solo al trabajo con un puesto en propiedad, principalmente la estabilidad…”. De esa manera, se han ido delineando una serie de garantías a favor del servidor interino para limitar los abusos que pueden surgir a raíz de la naturaleza precaria de su nombramiento. En ese sentido, se ha establecido que cuando la relación del interino haya superado el año, surgen a su favor todos los derechos que le corresponderían al servidor nombrado en propiedad, salvo el de la estabilidad. Al respecto, en la citada resolución número 5025-93, se indicó: “Cabe añadir, que en todo caso de interinazgo, sea en plaza vacante o no, pasado un año desde el inicio de la relación laboral aún cuando no se adquiere derecho a la plaza deben reconocérsele los mismos derechos de los propietarios, de conformidad con las regulaciones que del contrato a tiempo indefinido hace el Código de Trabajo”. (En el mismo sentido, también pueden consultarse las sentencias de esta Sala números 35, de las 14:50 horas del 12 de enero; 587, de las 9:40 horas del 28 de setiembre, ambas de 2001; 46, de las 10:20 horas del 8 de febrero; 78, de las 11:20 horas del 27 de febrero, 100, de las 14:30 horas del 13 de marzo; y, 339, de las 10:00 horas del 5 de julio, estas últimas de 2002; y 927, de las 10:05 horas del 16 de noviembre de 2011).” (Énfasis agregado)

·  Sala Segunda, sentencia n.° 172 de las 10:20 horas del 16 de julio de 1998: “V.- Dentro de esta tesitura, la jurisprudencia de esta Sala ha sido clara al señalar que “… cuando el nombramiento supera un año, el contrato de trabajo, que por su naturaleza es a plazo fijo, se transforma a (sic) uno por tiempo indefinido, pero no para los efectos de que el servidor adquiera la propiedad en el puesto, sino para el pago de los derechos laborales inherentes a este tipo de vínculos, cuando el empleador le pone término sin causa justificada –artículo 28 y 29 del Código de Trabajo-.” (voto No. 207, de las 16 horas del 21 de julio de 1994).”
Principio de igualdad

· Sala Constitucional, sentencia n.° 1861 de las 17:14 horas del 13 de febrero de 2007: “V.- DE LA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE IGUALDAD. No observa este Tribunal violación al derecho de igualdad alegado por el recurrente. Cabe recordar que el artículo 33 de la Constitución establece la igualdad, no sólo como principio que informa todo el ordenamiento, sino además como un auténtico derecho subjetivo en favor de los habitantes de la República. En razón de ello se proyecta sobre todas las relaciones jurídicas, especialmente las que se traban entre los ciudadanos y el poder público. De ahí que el derecho a la igualdad se resume en el derecho a ser tratado igual que los demás en todas y cada una de las relaciones jurídicas que se constituyan. Por otra parte, la igualdad es también, una obligación constitucionalmente impuesta a los poderes públicos, lo cual consiste en tratar de igual forma a los que se encuentren en iguales condiciones de hecho, constituyéndose, al mismo tiempo, en un límite a la actuación del poder público. No obstante ello y que, en tesis de principio, todos son iguales ante la ley, en la realidad se pueden dar situaciones de desigualdad. Aquí es importante indicar que existen dos conceptos básicos que suelen confundirse al hablar del tema de la igualdad ante la Ley, como lo son la discriminación y la diferenciación. La Constitución prohíbe la discriminación, pero no excluye la posibilidad de que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base objetiva, razonable y proporcionada. Resulta legítima una diferenciación de trato cuando exista una desigualdad en los supuestos de hecho, lo que haría que el principio de igualdad sólo se viola cuando se trata desigualmente a los iguales y, por ende, es inconstitucional el trato desigual para situaciones idénticas.” (Énfasis agregado)
· Sala Constitucional, sentencia n.° 9934 de las 17:43 horas del 26 de setiembre de 2001: “El principio de igualdad y no discriminación, contemplado en el artículo 33 de nuestra Constitución Política, pretende en gran medida, que no se dé un trato igual a personas que se encuentran en situaciones desiguales, o viceversa, es decir, que no se trate de distinta forma a personas que se encuentran en condiciones de igualdad. Por supuesto que esto puede ser afirmado en términos generales, pues no toda diferencia constituye causa legítima para establecer un trato distinto. En esa tenue línea es donde debe entrar en juego el raciocinio y la prudencia del juzgador.”
Principio pro fondo

· Sala Segunda, sentencia n.° 715 de las 10:20 horas del 25 de agosto de 2008: “Como se desarrolló en el voto de esta Sala n° 46-96: “En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio “pro operario”, sino el principio “pro fondo”, el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En ese sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: “La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado, podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común”. (BIELSA, Rafael, Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág 174)”.”
· Sala Segunda, sentencia n.° 771 de las 09:35 horas del 14 de setiembre de 2005: “No lleva razón el recurrente al invocar la aplicación del principio in dubio pro operario en detrimento del principio pro fondo, por cuanto, tal y como ha sido resuelto, en materia de Seguridad Social es este otro el que rige el caso. Sobre el particular en el voto número 115, de las 15:10 horas, del 28 de mayo de 1993 se consideró: “II.- Asimismo, estima esta Sala que el Tribunal Superior de Trabajo, Sección Primera, con su fallo, no acertó en la aplicación, al subjúdice, del principio in dubio pro operario, toda vez que, en esta clase de procesos, en que se reclama un derecho jubilatorio, en caso de duda sobre la normativa a aplicar, tanto la jurisprudencia como la doctrina, han venido reconociendo el principio “indubio pro fondo”, ya que, en casos de seguridad social, el interés particular cede ante el general (ver al respecto la sentencia N° 70 de esta misma Sala, de las 14:10 horas del 7 de junio de 1989).” (también se pueden consultar los votos números 257, de las 8:40 horas, del 9 de octubre de 1998; 223, de las 10:00 horas, del 18 de agosto de 1999; 299, de las 10:40 horas, del 29 de setiembre de 1999; y 424, de las 8:00 horas del 1° de junio del 2005).” 

Criterio legal:
Una vez analizada la normativa y la jurisprudencia expuesta, quien suscribe considera que no puede –ni debe- la Administración brindar un trato distinto a las personas servidoras interinas, frente a aquellas que ostentan la condición de propietarias, por su condición de interinazgo. En esa línea de pensamiento, la jurisprudencia de la Sala Constitucional y de la Sala Segunda ha sido clara en cuanto a esa posición. 

Obsérvese que en la resolución n.° 7581 de las 09:29 horas del 3 de agosto de 2001 la Sala Constitucional apuntó: “… Entre otras, en la sentencia número 5025-93 de las 11:25 horas del 8 de octubre de 1993, se estipuló que el servidor interino debe ser tratado de la misma manera que un funcionario designado en propiedad, en la medida en que lo permita la distinta naturaleza de su nombramiento.” Por su parte, la Sala Segunda mediante voto n.° 831 de las 09:30 horas del 27 de agosto de 2014 expuso: “Tanto la jurisprudencia de esta Sala, como la de la Sala Constitucional, ha desarrollado el criterio de que las diferencias en perjuicio del personal interino, basadas únicamente en la condición precaria de su nombramiento, resultan contrarias al principio de igualdad consagrado en el numeral 33 de la Constitución Política.”

Siguiendo esa línea de pensamiento, nuestra Constitución Política en su artículo 33 dispone: “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.” En relación con esta disposición normativa el Tribunal Constitucional ha señalado: “El principio de igualdad y no discriminación, contemplado en el artículo 33 de nuestra Constitución Política, pretende en gran medida, que no se dé un trato igual a personas que se encuentran en situaciones desiguales, o viceversa, es decir, que no se trate de distinta forma a personas que se encuentran en condiciones de igualdad. Por supuesto que esto puede ser afirmado en términos generales, pues no toda diferencia constituye causa legítima para establecer un trato distinto. En esa tenue línea es donde debe entrar en juego el raciocinio y la prudencia del juzgador.”

Del texto antes trascrito se advierte que el principio de igualdad no es absoluto, es decir, debe tratarse a iguales como iguales y a desiguales como desiguales; tal y como lo ha dispuesto ese mismo Tribunal en varios fallos. A modo de ejemplo, en el n.° 5302 de las 16:12 horas del 22 de julio de 1998 se apuntó: “…por cuanto el principio de igualdad jurídica consiste, tal y como lo ha repetido constantemente esta Sala e incluso la Corte Plena cuando cumplía funciones de órgano jurisdiccional constitucional, en tratar a los iguales como iguales y a los desiguales como desiguales; lo cual implica que un trato igual a personas que estuviesen en distinta situación jurídica sería violatorio de dicho principio.”

Asimismo, dicho órgano jurisdiccional ha prohibido la discriminación mas ha aceptado la diferenciación; conceptos que desde su análisis resultan diversos. En ese orden de ideas, “La Constitución prohíbe la discriminación, pero no excluye la posibilidad de que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base objetiva, razonable y proporcionada. Resulta legítima una diferenciación de trato cuando exista una desigualdad en los supuestos de hecho, lo que haría que el principio de igualdad sólo se viola cuando se trata desigualmente a los iguales y, por ende, es inconstitucional el trato desigual para situaciones idénticas.”

De conformidad con lo expuesto, no encuentra una razón objetiva por la cual deba brindarse un trato diferenciado a la Licda. Naranjo Solano respecto de las personas servidoras judiciales propietarias. Véase que la única distinción existente entre ellas es que la primera se encuentra en una situación precaria laboral mientras las segundas cuentan con la estabilidad que toda persona trabajadora anhela. Así las cosas, negar el reconocimiento con base en su condición sería discriminarla. 

Además de los criterios jurisprudenciales antes referidos, los numerales que regulan la pretensión de la gestionante no establecen de manera expresa que el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación –el cual interesa en el caso bajo estudio- procede única y exclusivamente para aquellas personas servidoras judiciales que prestan sus servicios a la institución en condición de propietarias. Nótese que el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial reza: “… no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido…” (Énfasis agregado)  y que el artículo 6 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial
, el cual le resulta aplicable a la servidora judicial por haber presentado su gestión
 antes de la entrada en vigencia del nuevo texto normativo aprobado por Corte Plena
, dispone: “La solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos de las anualidades y la jubilación, podrá realizarla el servidor activo en cualquier momento de su relación de servicio…” (Énfasis agregado) Ambos numerales hacen referencia a las personas servidoras judiciales en términos generales, es decir, no hacen distinción alguna entre interinas y propietarias. En consecuencia, en acato al aforismo jurídico que indica que no es dable distinguir donde la ley no distingue, no deberá hacerse distinción alguna a la hora de atender la gestión planteada. 

Esta posición resulta conforme con lo dispuesto en el artículo 1 del reglamento recién mencionado: “Ámbito de aplicación.- De conformidad con el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido en el Poder Judicial, así como en el resto del Estado y demás entes públicos, para los efectos de las anualidades y la jubilación, que se concedan a todos los servidores judiciales tanto propietarios como interinos.” (Énfasis agregado)

A mayor abundamiento se hace constar que la Licda. Naranjo Solano, registra continuidad de su nombramiento en el puesto n.° 359301, en sustitución del servidor Melquisedec Rodríguez Ramírez, del 1 de julio de 2014 al 26 de abril de 2015; según consta en el sistema denominado “Consulta de proposiciones por cédula”.


Finalmente, no se omite indicar que si bien es cierto el “principio pro fondo” es el que impera en materia de seguridad social, en este caso particular no resulta aplicable, toda vez que quien suscribe no considera que exista duda respecto de las normas que regulan la gestión de la servidora judicial y, por consiguiente, no existe razón alguna que conlleve a afirmar que en este caso debe prevalecer el fondo sobre el interés particular. 


Como corolario de lo expuesto, se considera que negar la gestión de la Licda. Naranjo Solano solamente por su condición de Jueza Supernumeraria interina resulta violatorio a nuestro ordenamiento jurídico. 

De esta manera se deja rendido el informe requerido por este Consejo para que en el ejercicio de las atribuciones que por ley le fueron conferidas decida lo que en derecho corresponda.

Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz

         Asesora Jurídica  

Atentamente, 

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla

Coordinador,  Área de Análisis Jurídico.

V°B° Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica interina
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� Sala Constitucional, sentencia n.° 9934 de las 17:43 horas del 26 de setiembre de 2001.


� Sala Constitucional, sentencia n.° 1861 de las 17:14 horas del 13 de febrero de 2007.


� Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 36-06 celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI.


� El día 10 de febrero de 2014; según se consignó en el informe técnico n.° 4496-UCS-AS-2014.


� “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, publicado en el Boletín Judicial # 79 el día 25 de abril de 2014.





Teléfonos: 2211-98-30 y 2211-98-31  Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr    Fax: 2256-56-68
13

